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Se decide el recurso de apelación presentado por el defensor de confianza de la sentenciada GLORIA INÉS RENDÓN MARÍN, contra el fallo de condena proferido el pasado cuatro (4) de noviembre del año próximo pasado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

1.- precedentes

1.1. La captura de la comprometida RENDÓN MARÍN se produjo en el momento en que la autoridad policiva allanó su residencia al observar la actividad de expendió de estupefacientes a la cual se estaba dedicando. En ese acto se logró la incautación de nueve (9) bolsas con cocaína -con un peso neto de 4.85 grs.- y $34.000.oo al parecer producto de la venta.

1.2. Definida su situación jurídica, la Fiscalía Veintiuna Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito celebró diligencia de formulación de cargos para sentencia anticipada, dentro de la cual le atribuyó el punible contemplado en el artículo 376 del Código Penal. La defensa solicitó el reconocimiento de la suspensión de la ejecución de la pena o en subsidio la sustitutiva de prisión domiciliaria.

1.3. El Juzgado Sexto Penal del Circuito a quien correspondió la actuación, profirió sentencia anticipada por los cargos imputados al hallar demostrado el comportamiento contrario a la ley, al igual que la responsabilidad por parte de la acusada quien no sólo fue sorprendida en flagrancia sino que confesó libre y llanamente su conducta expendedora.

Para la tasación de la pena partió de la sanción mínima (48 meses de prisión y multa de dos salarios mínimos) y la disminuyó en la tercera parte por acogimiento a sentencia anticipada, para un total de treinta y dos (32) meses de prisión y multa de $477.334.oo.

Negó la condena de ejecución condicional y la prisión domiciliaria, al considerar que el comportamiento fue sumamente grave por tratarse de la venta de estupefacientes y porque ésta se llevó a cabo precisamente en el lugar de residencia.

1.4. El profesional del derecho que asiste los intereses de la sentenciada, hizo expresa su inconformidad en los siguientes puntos concretos:

- En un primer escrito, llama la atención acerca del desconocimiento del mandato a él conferido por parte de la procesada SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, debido a la omisión de anexar al proceso el poder que presentó en debida forma ante la secretaría común de la Unidad de Fiscalía. Situación que, a su juicio, ha entorpecido la posibilidad de una correcta defensa técnica.

- Advertido el señor Juez de lo sucedido, dispuso enterar al citado profesional del fallo proferido para que tuviera oportunidad de recurrir.

- Hizo uso de su derecho de réplica y en tal sentido reitera la ausencia de una debida defensa; igualmente y de manera principal, depreca para su procurada el beneficio de la prisión domiciliaria con fundamento en las reglas que gobiernan este sustituto, en particular la Ley 750 de 2002 cuando privilegia a las madres cabeza de hogar.

- El delito por el cual se le juzga no está excluido expresamente de esta posibilidad, luego entonces no hay lugar a discriminársele por el comportamiento realizado. Tampoco puede decirse que “colocará en peligro a la comunidad”. Si se tuviera en cuenta la gravedad de la conducta, entonces la prisión domiciliaria no se le podría otorgar a nadie, toda vez que estamos precisamente frente a un acto delictivo y por lo mismo reprochable. Aquí deben primar factores de humanidad, pues para el caso de doña GLORIA INÉS, ella es persona humilde, tiene a su cargo una hija discapacitada y tres (3) nietos; por lo demás, carece de antecedentes penales. 

2.- se considera

2.1. Cuestión previa

Llama la atención el señor defensor de confianza, acerca de la necesidad de decretarse una nulidad en este procesamiento en consideración a que no se estimó el poder a él conferido por una falla secretarial en la Fiscalía.

A ese respecto, debe aclararse que en momento alguno la involucrada estuvo huérfana de asistencia jurídica, situación diferente es, que el poder conferido al nuevo profesional no se anexara al expediente para que se diera lugar al reemplazo de manera inmediata como correspondía. No hay lugar a sostener por tanto, que existió algún interregno procesal de desprotección, o que de haberse hecho presente “a tiempo” el nuevo apoderado lo hubiera hecho mejor que quien tenía a su cargo el deber de representación.

Innegable que el derecho de postulación tiene primacía desde el momento en que se hace expresa esa voluntad por la poderdante ante el órgano judicial; empero, para el caso concreto, la diligencia principal que nos convoca, esto es, la de Formulación de Acusación con fines de Sentencia Anticipada, se llevó a cabo ANTES de ser presentado el susodicho memorial (el acta tiene fecha catorce de octubre/04 a las 09:30 am.; en tanto que el poder tiene fecha de presentación en esa misma fecha pero a las 3:50 p.m.). Así las cosas, la actuación del nuevo profesional designado debía correr con posterioridad al allanamiento a los cargos por parte de la procesa y sólo le incumbía recibir notificación del fallo y asumir la sustentación del recurso como efectivamente se hizo.

Como corolario, no hay lugar por tanto a decretar la nulidad por ausencia de una causal atendible.

2.2. Prisión domiciliaria

Punto neurálgico del recurso lo constituye el reclamo del sustituto a favor de la señora RENDÓN MARÍN. Al respecto debe decirse que empece al esfuerzo que realiza el señor apoderado, no están dadas las condiciones para esa concesión en el caso específico, por lo siguiente:

El recurso está fundado en dos argumentos que a juicio del Tribunal no son atendibles: a)- Que para nada importa la trascendencia del injusto investigado, es decir, que se debe hacer caso omiso de la trascendencia social de lo ocurrido toda vez que de entrada sabemos que se trata de un comportamiento socialmente reprochable, y b)- Lo único a considerar es la situación calamitosa por la que atraviesa la comprometida.

Valga decir, como punto de partida, que el sustituto de la prisión domiciliaria no es un IMPERATIVO, tampoco está establecido como la regla general, sencillamente es una figura supletoria que se otorga cuando se dan las circunstancias previamente definidas en la ley. Y desde luego que ese juicio de valor no puede estar desligado del ilícito objeto de juzgamiento, ni tampoco de la personalidad reflejada en él por el sujeto activo. Si así fuera, el juez tendría que hacer abstracción de lo ocurrido a espaldas de la realidad social que debe resolver y del ser humano a quien va dirigida la disposición.

Hombre y conducta es un solo cuerpo para el derecho penal, voluntad y acción fáctica son trascendentes para definir la sanción y la forma en que habrá de ejecutarse. Decir por tanto que se tenga en cuenta sólo el hecho de ser la señora GLORIA INÉS madre cabeza de familia y que sus hijos la reclaman, implicaría la imposibilidad por parte del Estado de ejercer la potestad constitucional del ius puniendi ante la mera constatación objetiva de esa realidad. Obviamente esa no ha sido la intención del legislador al consagrar este instituto.

Si sabemos que lo que aquí prima no es tanto el favor al reo, sino la necesidad de protección de los menores de edad a su cargo; resulta un contrasentido la concesión de la prisión domiciliaria para quien no obstante esa responsabilidad se decidió a negociar sustancias enervantes precisamente dentro de su mismo hogar y en presencia de la prole. Semejante ejemplo no puede patrocinarse, pues quien así obra a conciencia no puede considerarse persona apta para educar o corregir.

La señora RENDÓN MARÍN denigró de su misma condición de madre que ahora se desea resaltar para la obtención del beneficio, por ello, esta Sala de Decisión ve ajustada a derecho la decisión adoptada por el juez de instancia y por lo mismo le dará confirmación.

3.- decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la providencia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad y que ha sido objeto de revisión.

Notifíquese Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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